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12.5. Potestad sancionadora. 

La potestad sancionadora corresponde a la Alcaldía, que podrá 
ejercer directamente, o a través de la correspondiente Delegación. 

12.6. El procedimiento sancionador será el establecido en la 
vigente Ley del Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas 
y del Procedimiento Administrativo Común y Reglamento del Proce-
dimiento para el ejercicio de la Potestad Sancionadora. 

Artículo 13.–Ejecución subsidiaria. 

Si no se ha concedido licencia o autorización para instalación 
de mesas y sillas, y están instaladas, se trata de una ocupación 
ilegal del dominio público, por lo que el Ayuntamiento está facultado 
(independientemente de la sanción que le pueda imponer) para re-
querir al ocupante para que solicite licencia en el plazo que estime 
prudencial, con advertencia de que si no se solicita, o no es posible 
concedérsela, deberá dejar libre y expedita la vía pública retirando 
mesas y sillas, con apercibimiento de ejecución subsidiaria y a su 
costa, por parte del Ayuntamiento. 

Si no atiende al requerimiento, ni retira la terraza, el Ayuntamiento 
lo ejecutará una vez vencidos lo plazos y le pasará la oportuna liqui-
dación de gastos, tanto de la retirada como de su almacenamiento 
o deposito de los muebles. El lugar para depositarlos debe señalarlo 
el Ayuntamiento según los locales que posea. 

Título Vi

Disposición final

La presente Ordenanza regula la ocupación del espacio público 
de la ciudad de La Guardia de Jaén con terrazas y veladores, entrará 
en vigor a los veinte días de su publicación íntegra en el BOLETÍN 
OFICIAL de la Provincia y permanecerá en vigor hasta su modifica-
ción o derogación expresa» 

La Guardia de Jaén, 17 de octubre de 2009.–El Alcalde, Juan 
Morillo García.

– 9609

Ayuntamiento de La Guardia de Jaén (Jaén).

Edicto.

El Ayuntamiento Pleno en sesión extraordinaria celebrada el día 
28 de agosto de 2009, acordó aprobar inicialmente la Ordenanza 
Municipal reguladora del Régimen Jurídico de la tenencia de animales 
potencialmente peligrosos de esta localidad. Transcurrido el plazo 
de información pública, sin que se haya presentado ninguna recla-
mación, dicho acuerdo se eleva a definitivo de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 49 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora 
de las Bases del Régimen Local, publicándose el texto íntegro de la 
Ordenanza, tal y como figura en el Anexo de este anuncio, en virtud 
de lo dispuesto en el artículo 70 de dicho texto normativo, a efectos 
de su entrada en vigor.

ORDENANZA MUNICIPAL REGULADORA DEL RÉGIMEN JURÍDICO DE 
LA TENENCIA DE ANIMALES POTENCIALMENTE PELIGROSOS.

Preámbulo:

A) El artículo 4 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, de Bases del 
Régimen local, reconoce a las Entidades Locales las potestades 
reglamentaria y de auto-organización en los siguientes términos: 

1. En su calidad de Administraciones públicas de carácter terri-
torial, y dentro de la esfera de sus competencias, corresponden en 
todo caso a los Municipios, las Provincias y las Islas: 

a) Las potestades reglamentaria y de auto-organización. Esta 
misma Ley, en su artículo 25 hace la siguiente declaración: Artículo 
25.2. El Municipio ejercerá en todo caso, competencias, en los tér-
minos de la legislación del Estado y de las Comunidades Autónomas, 
en las siguientes materias: 

b) Protección de la salubridad pública. 

El artículo 1 del Reglamento de servicios de las Corporaciones 
Locales, aprobado por Decreto de 17 de junio de 1955, establece 

que los Ayuntamientos podrán intervenir la actividad de sus admi-
nistrados en los siguientes casos: 

Para restablecer o conservar la seguridad, salubridad,… ciuda-
danas.

B) Publicada la Ley 50/1999, de 23 de diciembre, sobre el Ré-
gimen Jurídico de la Tenencia de Animales Potencialmente Peligrosos 
y el Real Decreto 287/2002, de 22 de marzo, por el que se desarrolla 
la Ley 50/1999, de 23 de diciembre, se presenta como conveniente 
que por este Ayuntamiento se elabore, apruebe, en su caso, y aplique 
una norma local general que, enmarcada en las previsiones del texto 
legal invocado sobre animales peligrosos y normativa de desarrollo, 
dé respuesta a las necesidades e inquietudes que en este campo es-
pecífico puedan plantear los administrados de nuestro municipio. 

La exposición de motivos de la Ley 50/99, que seguidamente se 
transcribe, explica, de modo suficiente y satisfactorio, qué circuns-
tancias aconsejaron su publicación, que trasvasadas y circunscritas 
a nuestra Comunidad vecinal son perfectamente dignas de ser to-
madas en consideración: 

Exposición de motivos de la Ley 50/99: 

A diferencia de la mayor parte de países europeos, en España 
apenas existen normas sobre animales potencialmente peligrosos, 
no obstante darse unas circunstancias análogas a las de aquellos 
países que han adoptado medidas específicas en la materia. 

Por ello, con el fin de garantizar adecuadamente la seguridad 
pública, atribuida al Estado en virtud de lo dispuesto en el artículo 
149.1.29 de la Constitución, sin perjuicio de las competencias, que, 
de acuerdo con sus Estatutos, tengan atribuidas las Comunidades 
Autónomas, en materia de protección de personas y bienes y mante-
niendo el orden público, se hace preciso regular las condiciones para 
la tenencia de animales que puedan manifestar cierta agresividad 
hacia las personas por una modificación de su conducta a causa del 
adiestramiento recibido y a las condiciones ambientales y de manejo 
a que son sometidos por parte de sus propietarios y criadores. 

De este modo, la presente Ley aborda la tenencia de animales 
potencialmente peligrosos, materia objeto de normas municipales 
fundamentalmente, cuya regulación a nivel estatal se considera 
conveniente debido a que la proliferación de la posesión de animales 
salvajes en cautividad, en domicilios o recintos privados, constituye 
un potencial peligro para la seguridad de personas, bienes y otros 
animales. 

Por otra parte, diversos ataques a personas, protagonizados 
por perros, han generado un clima de inquietud social y obligan a 
establecer una regulación que permita controlar y delimitar el régimen 
de tenencia de perros potencialmente peligrosos. 

Se considera que la peligrosidad canina depende tanto de fac-
tores ambientales como de factores genéticos, de la selección que 
se haga de ciertos individuos, independientemente de la raza o del 
mestizaje, y también de que sean específicamente seleccionados y 
adiestrados para el ataque, la pelea y para inferir daños a terceros. 
Así, perros de razas que de forma subjetiva se podrían catalogar 
como peligrosos son perfectamente aptos para la pacífica con-
vivencia entre las personas y los demás animales, incluidos sus 
congéneres, siempre que se les hayan inculcado adecuadas pautas 
de comportamiento y que la selección practicada en su crianza haya 
tenido por objeto la minimización de su comportamiento agresivo. 

Partiendo de esta premisa, el concepto de perro potencialmente 
peligroso expresado en la presente Ley no se refiere a los que perte-
necen a una raza determinada, sino a los ejemplares caninos incluidos 
dentro de una tipología racial concreta y que por sus características 
morfológicas, su agresividad y su acometida, son empleados para el 
ataque o la pelea, así como los animales nacidos de cruces interra-
ciales entre cualquiera de éstos y con cualquiera de otros perros.

En todo caso, y no estando estos perros inscritos en ningún 
libro genealógico reconocido por el Ministerio de Agricultura, Pesca 
y Alimentación, ya que no son de raza pura sino procedentes del 
mestizaje indiscriminado, las características en profundidad de todos 
ellos serán concretadas de forma reglamentaria para que puedan 
ser reputados como potencialmente peligrosos. 
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Por todo ello, con el fin de minimizar los riesgos de futuras mo-
lestias y ataques a seres humanos, y a otros congéneres u otras 
especies animales que en algunos casos han conllevado su muerte, 
se hace necesario regular el régimen de tenencia de los animales 
considerados potencialmente peligrosos, y limitar, asimismo, las 
prácticas inapropiadas de adiestramiento para la pelea, o el ataque 
y otras actividades dirigidas al fomento de su agresividad. 

C) Siguiendo las pautas de ordenación y contenido del Real De-
creto 287/2002, de 22 de marzo, y sin contravenirlo, se traspasan 
a la presente Ordenanza municipal, que ha de someterse para su 
aprobación a las prescripciones del Art. 49 de la Ley de bases 
aludida, las previsiones de aplicación al caso concreto que nos 
ocupa con las modificaciones que la distinta dimensión del marco 
de aplicación aconseja. 

D) La Ley 11/2003, del Parlamento Andaluz, de 24 noviembre, 
de Protección de Animales y Plantas sólo tangencialmente se ocupa 
de la materia que es objeto de regulación de la presente Ordenanza 
municipal, si bien como se deduce de su exposición de motivos:

En las últimas décadas ha proliferado, en las sociedades más 
civilizadas, un sentimiento sin precedentes de protección, respeto y 
defensa de la naturaleza en general y de los animales en particular, 
convirtiéndose en un asunto de índole cultural que importa al conjunto 
de la ciudadanía. A este proceso de sensibilización han contribuido 
especialmente factores tanto científico-técnicos como filosóficos. 

De una parte, la ciencia, a través del estudio de la fisonomía 
animal, ha demostrado empíricamente que los argumentos que 
fueron esgrimidos durante tantos siglos para distanciarnos de los 
animales carecían de justificación, siendo cruciales en este proceso 
los modernos estudios sobre la genética. Al mismo tiempo, los es-
tudios realizados sobre las capacidades sensoriales y cognoscitivas 
de los animales no han dejado duda sobre la posibilidad de que 
éstos puedan experimentar sentimientos como placer, miedo, estrés, 
ansiedad, dolor o felicidad. 

De otra parte, la constatación de estos datos ha generado, desde 
mediados de los años sesenta, un importante replanteamiento ético, 
en clave ideológica, en torno a la posición del hombre frente a los 
animales, con el objetivo fundamental de esclarecer dónde se halla 
la difusa frontera entre la protección de los animales y los intereses 
humanos. Todo ello ha dado origen a una nueva línea legislativa 
nacional e internacional en materia de protección de los animales. 

En este último ámbito, son numerosos los textos que hacen re-
ferencia a estos principios proteccionistas. De entre ellos destacan 
la Declaración Universal de los Derechos del Animal, aprobada por 
la UNESCO, el 17 de octubre de 1978, y en el ámbito de la Unión 
Europea la Resolución del Parlamento Europeo de 6 de junio de 1996, 
iniciativa materializada en el Protocolo anejo al Tratado Constitutivo 
de la Comunidad Europea número 33, sobre protección y bienestar 
de los animales, introducido por el Tratado de Amsterdam. 

La legislación vigente en nuestro país resulta parcial y dispersa, lo 
que no facilita una adecuada y efectiva protección de los animales. 
Ante estas circunstancias, la sociedad andaluza venía reclamando 
mecanismos que garantizasen la defensa de los mismos. Con el 
propósito de satisfacer esa demanda, la Comunidad Autónoma ha 
elaborado la presente Ley. 

Entre las materias relacionadas en el artículo 148 de la Cons-
titución y, a su vez, recogidas como competencia exclusiva de la 
Comunidad Autónoma, figuran sanidad e higiene, cultura, ocio y 
espectáculos (artículo 13.21, 13.26, 13.31, 13.32, del Estatuto de 
Autonomía para Andalucía, por tanto, compete a la Comunidad 
Autónoma la regulación de la materia objeto de esta Ley). 

Esta Ley tiene en cuenta que dentro de la protección animal 
pueden distinguirse distintos sectores en virtud de la finalidad a la 
que son destinados: ganadería, experimentación, compañía, etc., que 
por sus especiales connotaciones requieren un tratamiento separado 
y pormenorizado a fin de lograr una protección que se ajuste a sus 
específicas necesidades. 

Partiendo de esta diversidad, se ha optado por regular las con-
diciones de protección de los animales de compañía, por ser éstas 

las de menor atención legislativa y por las especiales dimensiones 
sociales que están alcanzando en los últimos años. Dicha regulación 
se hace desde el mayor número de perspectivas, no limitándose 
únicamente a la protección de los animales en sí mismos, sino incor-
porando también las medidas que garanticen una saludable relación 
de los animales con el hombre, no sólo desde el punto de vista 
higiénico-sanitario, sino también desde el de la seguridad. 

Ello no ha impedido, sin embargo, que se recojan, en las Dispo-
siciones Generales, las atenciones mínimas que se deben dispensar 
todos los animales que viven bajo la posesión del hombre. Por último, 
este texto pretende adecuar la normativa legal a una concienciación 
ciudadana cada día más extendida que exige se acabe con los malos 
tratos, la falta de atención o las torturas a los animales que conviven 
con el hombre, y al mismo tiempo servir de instrumento para au-
mentar la sensibilidad ciudadana hacia unos comportamientos más 
civilizados y propios de una sociedad moderna. 

La presente Ley contiene cinco títulos. El Título I recoge una 
serie de disposiciones generales que tienen como finalidad el esta-
blecimiento de las atenciones básicas que deben recibir todos los 
animales que viven en el entorno humano. 

El Título II está destinado a la regulación de los animales de 
compañía y se encuentra dividido en seis capítulos. El primero de 
ellos, tras sentar el concepto de animal de compañía, establece 
las medidas sanitarias y la forma de proceder en el sacrificio de 
los mismos. 

El capítulo II hace referencia a las normas relativas al manteni-
miento, tratamiento y esparcimiento, estableciendo unas especiales 
obligaciones para los poseedores de perros, como pueden ser las 
limitaciones en la circulación por espacios públicos. Las normas de 
identificación y registro se recogen en el capítulo III, mientras que 
en el capítulo IV se regulan las condiciones que deben cumplir los 
centros veterinarios y centros para la venta, adiestramiento y cuidado 
temporal de los animales de compañía. El capítulo V regula las con-
diciones necesarias para la realización de exposiciones y concursos, 
y en el capítulo VI se define el concepto de animal abandonado y 
perdido, regulándose asimismo las medidas que deben llevar a cabo 
los centros de recogida consta que determinados preceptos deben 
ser considerados de aplicación con carácter complementario. Siendo 
competencia de la Comunidad autónoma las materias de sanidad e 
higiene, en estos concretos aspectos se establece una prevalencia de 
la Legislación de la Comunidad y una supletoriedad de la legislación 
estatal, en las materias que aquélla no abarque, para lo cual se hace 
una remisión expresa a esta Ley. 

E) Lo mismo ocurre con la Ley 8/2003, del Parlamento Andaluz, 
de 28 octubre, de la flora y fauna silvestres. Especialmente se in-
cardina como parte de esta disposición general su Art. 11. Como se 
ha consignado, en los concretos aspectos que esta norma regula 
dentro del marco referencial de la Ordenanza, la Legislación estatal 
actúa como supletoria de la autonómica, constituida «ad hoc» por 
las Leyes 11 y 8/2003, a que se ha aludido. 

En su virtud, se somete a la aprobación del Pleno de este Excmo. 
Ayuntamiento de La Guardia de Jaén, la aprobación de la siguiente 
Ordenanza Municipal reguladora del régimen jurídico de la tenencia 
de animales potencialmente peligrosos. 

Artículo 1.–Definición. 

1. Con carácter genérico, se consideran animales potencialmente 
peligrosos todos los que, perteneciendo a la fauna salvaje, siendo 
utilizados como animales domésticos, o de compañía, con indepen-
dencia de su agresividad, pertenecen a especies o razas que tengan 
capacidad de causar la muerte o lesiones a las personas o a otros 
animales y daños a las cosas. 

2. También tendrán la calificación de potencialmente peligrosos, 
los animales domésticos o de compañía que reglamentariamente se 
determinen, en particular, los pertenecientes a la especie canina que 
se reseñan en esta disposición, incluidos dentro de una tipología 
racial, que por su carácter agresivo, tamaño o potencia de mandíbula 
tengan capacidad de causar la muerte o lesiones a las personas o 
a otros animales y daños a las cosas. 
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Artículo 2.–Objeto. 

La presente Ordenanza tiene por objeto desarrollar a nivel de 
este Municipio las previsiones de la Ley 50/1999 y del Real Decreto 
287/2002, de 22 de marzo, que la desarrolla, en los siguientes as-
pectos: 

Determinar los animales potencialmente peligrosos pertenecientes 
a la fauna doméstica de la especie canina. 

Establecer los requisitos mínimos necesarios para obtener las 
licencias administrativas que habilitan a sus titulares para la tenencia 
de animales potencialmente peligrosos. 

Fijar las medidas mínimas de seguridad exigibles para su te-
nencia. 

Esta norma no será de aplicación a los perros y animales pertene-
cientes a las Fuerzas Armadas, Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del 
Estado, Cuerpos de Policía de las Comunidades Autónomas, Policía 
Local y empresas de seguridad con autorización oficial. 

La presente Ordenanza se aplicará sin perjuicio de lo establecido 
en la legislación vigente en materia de especies protegidas. 

Artículo 3.–Animales de la especie canina potencialmente pe-
ligrosos. 

1. A los efectos previstos en el artículo 2.2 de la Ley 50/1999, 
tendrán consideración de perros potencialmente peligrosos: 

Los que pertenezcan a las razas relacionadas en el Anexo I de 
la presente Ordenanza y a sus cruces. 

Aquéllos cuyas características se correspondan con todas o la 
mayoría de las que figuran en el Anexo II.

2. En todo caso, aunque no se encuentren incluidos en el apar-
tado anterior, serán considerados perros potencialmente peligrosos 
aquellos animales de la especie canina que manifiesten un carácter 
marcadamente agresivo o que hayan protagonizado agresiones a 
personas o a otros animales. 

3. En los supuestos contemplados en el apartado anterior, la 
potencial peligrosidad habrá de ser apreciada por la autoridad com-
petente atendiendo a criterios objetivos, bien de oficio o bien tras 
haber sido objeto de una notificación o una denuncia, previo informe 
de un veterinario, oficial o colegiado, designado o habilitado por la 
autoridad competente autonómica o municipal. 

Artículo 4.–Licencia para la tenencia de animales potencialmente 
peligrosos. 

1. La obtención o renovación de la licencia administrativa para la 
tenencia de animales potencialmente peligrosos requerirá el cumpli-
miento por el interesado de los siguientes requisitos: 

Ser mayor de edad. 

No haber sido condenado por delitos de homicidio, lesiones, tor-
turas, contra la libertad o contra la integridad moral, la libertad sexual 
y la salud pública, asociación con banda armada o de narcotráfico, 
así como no estar privado por resolución judicial del derecho a la 
tenencia de animales potencialmente peligrosos. 

No haber sido sancionado por infracciones graves o muy graves 
con alguna de las sanciones accesorias de las previstas en el apar-
tado 3 del artículo 13 de la Ley 50/1999, de 23 de diciembre, sobre 
el Régimen Jurídico de animales potencialmente peligrosos. No 
obstante, no será impedimento para la obtención o, en su caso, 
renovación de la licencia, haber sido sancionado con la suspensión 
temporal de la misma, siempre que, en el momento de la solicitud, la 
sanción de suspensión anteriormente impuesta haya sido cumplida 
íntegramente. 

Disponer de capacidad física y aptitud psicológica para la te-
nencia de animales potencialmente peligrosos. 

Acreditación de haber formalizado un seguro de responsabilidad 
civil por daños a terceros con una cobertura no inferior a ciento veinte 
mil euros (120.000 euros). 

El cumplimiento de los requisitos establecidos en los párrafos b) y 
c) de este apartado se acreditará mediante los certificados negativos 
expedidos por los registros correspondientes.

La capacidad física y la aptitud psicológica se acreditarán me-
diante los certificados obtenidos de conformidad con lo dispuesto 
en el Real Decreto de desarrollo de la Ley 50/99. 

2. La licencia administrativa será otorgada o renovada, a petición 
del interesado, por el órgano municipal competente, conforme a lo 
dispuesto en el artículo 3 de la Ley 50/1999, una vez verificado el 
cumplimiento de los requisitos establecidos en el apartado ante-
rior. 

3. La licencia tendrá un período de validez de cinco años pu-
diendo ser renovada por períodos sucesivos de igual duración. No 
obstante, la licencia perderá su vigencia en el momento en que su 
titular deje de cumplir cualquiera de los requisitos establecidos en 
el apartado anterior. 

Cualquier variación de los datos que figuran en la licencia deberá 
ser comunicada por su titular en el plazo de 15 días, contados desde 
la fecha en que se produzca, al órgano competente del municipio al 
que corresponde su expedición. 

4. La intervención, medida cautelar o suspensión que afecte a la 
licencia administrativa en vigor, acordada en vía judicial o adminis-
trativa, serán causa para denegar la expedición de otra nueva o su 
renovación hasta que aquéllas se hayan levantado. 

Artículo 5.–Certificado de capacidad física. 

1. No podrán ser titulares de animales potencialmente peligrosos 
las personas que carezcan de las condiciones físicas precisas para 
proporcionar los cuidados necesarios al animal y garantizar su ade-
cuado manejo, mantenimiento y dominio, de acuerdo con lo dis-
puesto en el artículo 3.1.a) de la Ley 50/1999. 

2. La capacidad física a que hace referencia el apartado anterior 
se acreditará mediante el certificado de capacidad física para la te-
nencia de animales potencialmente peligrosos, que se expedirá una 
vez superadas las pruebas necesarias para comprobar que no existe 
enfermedad o deficiencia alguna, de carácter orgánico o funcional, 
que pueda suponer incapacidad física asociada con: 

– La capacidad visual. 

– La capacidad auditiva. 

– El sistema locomotor. 

– El sistema neurológico. 

– Dificultades perceptivo-motoras, de toma de decisiones. 

Cualquiera otra afección, trastorno o problema, no comprendidos 
en los párrafos anteriores, que puedan suponer una incapacidad 
física para garantizar el adecuado dominio del animal. 

Artículo 6.–Certificado de aptitud psicológica. 

El certificado de aptitud psicológica, a que se refiere el párrafo c) 
del artículo 3.1 de la Ley 50/1999, para la tenencia de animales po-
tencialmente peligrosos, se expedirá una vez superadas las pruebas 
necesarias para comprobar que no existe enfermedad o deficiencia 
alguna que pueda suponer incapacidad psíquica o psicológica, o 
cualquier otra limitativa del discernimiento, asociada con: 

– Trastornos mentales y de conducta. 

– Dificultades psíquicas de evaluación, percepción y toma de 
decisiones y problemas de personalidad. 

Cualquiera otra afección, trastorno o problema, no comprendidos 
en los párrafos anteriores, que limiten el pleno ejercicio de las facul-
tades mentales precisas para la tenencia de animales potencialmente 
peligrosos.

Artículo 7.–Centros de reconocimiento. 

1. Los centros de reconocimiento debidamente autorizados, de 
acuerdo con lo dispuesto en el Real Decreto 2.272/1985, de 4 de 
diciembre, por el que se determinan las aptitudes psicofísicas que 
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deben poseer los conductores de vehículos y por el que se regulan 
los centros de reconocimiento destinados a verificarlas, y disposi-
ciones complementarias, realizarán las exploraciones y pruebas a 
que se refieren los artículos anteriores, concretando sus resultados 
en un expediente clínico básico, que deberá conservarse en el centro 
respectivo, y estar firmado por los facultativos intervinientes, a la 
vista del cual el director del centro emitirá los certificados de ca-
pacidad física y de aptitud psicológica, que deberá llevar adherida 
una fotografía reciente del interesado, y en el que se harán constar 
las observaciones que procedan, y la indicación de la capacidad y 
aptitud requerida, en su caso. 

2. No obstante lo previsto en el apartado anterior, las Comunidades 
Autónomas podrán acordar que dichos certificados de capacidad 
física y aptitud psicológica puedan también ser emitidos por técnicos 
facultativos titulados en medicina y psicología, respectivamente. 

3. El coste de los reconocimientos y de la expedición de los cer-
tificados a que se refiere el presente artículo correrá a cargo de los 
interesados, y se abonará en la forma, en la cuantía y en los casos 
que disponga la respectiva Comunidad Autónoma. 

Artículo 8.–Vigencia de los informes de capacidad física y de 
aptitud psicológica. 

Los certificados de capacidad y aptitud regulados en esta Orde-
nanza tendrán un plazo de vigencia, a efectos de eficacia procedi-
mental, de un año, a contar desde la fecha de su expedición, durante 
el cual podrán ser utilizados, mediante duplicado, copia compulsada 
o certificación, en cualesquiera procedimientos administrativos que 
se inicien a lo largo del indicado plazo. 

Artículo 9.–Medidas de seguridad. 

1. La presencia de animales potencialmente peligrosos en lu-
gares o espacios públicos exigirá que la persona que los conduzca 
y controle lleve consigo la licencia administrativa a que se refiere 
el artículo 3 de esta Ordenanza, así como certificación acreditativa 
de la inscripción del animal en el Registro Municipal de animales 
potencialmente peligrosos. 

2. Los animales de la especie canina potencialmente peligrosos, 
en lugares y espacios públicos, deberán llevar obligatoriamente bozal 
apropiado para la tipología racial de cada animal. 

3. Igualmente los perros potencialmente peligrosos, en lugares y 
espacios públicos, deberán ser conducidos y controlados con cadena 
o correa no extensible de menos de 2 metros, sin que pueda llevarse 
más de uno de estos perros por persona. 

4. Los animales potencialmente peligrosos, que se encuentran 
en una finca, casa de campo, chalet, parcela, terraza, patio o cual-
quier otro lugar delimitado, habrán de estar atados, a no ser que se 
disponga de habitáculo con la superficie, altura y adecuado cerra-
miento, para proteger a las personas o animales que accedan o se 
acerquen a estos lugares. 

5. Los criadores, adiestradores y comerciantes de animales 
potencialmente peligrosos habrán de disponer de instalaciones y 
medios adecuados para su tenencia. 

6. La sustracción o pérdida del animal habrá de ser comunicada 
por su titular al responsable del Registro Municipal de animales 
potencialmente peligrosos en el plazo máximo de cuarenta y ocho 
horas desde que tenga conocimiento de esos hechos. 

Artículo 10.–Identificación de los animales potencialmente peli-
grosos de la especie canina. 

Todos los animales potencialmente peligrosos pertenecientes a la 
especie canina deberán estar identificados mediante un microchip. 

Artículo 11.–Comercio. 

1. La importación o entrada en territorio nacional de cualesquiera 
animales que fueren clasificados como potencialmente peligrosos 
al amparo de la Ley 50/1999, así como su venta o transmisión por 
cualquier título estarán condicionadas a que tanto el importador, 
vendedor o transmitente como el adquirente hayan obtenido la co-
rrespondiente licencia. 

2. La entrada de animales potencialmente peligrosos procedentes 
de la Unión Europea deberá ajustarse a lo previsto la repetida Ley 
sobre tenencia de animales potencialmente peligrosos, sin perjuicio 
de lo establecido en la normativa comunitaria.

3. La introducción de animales potencialmente peligrosos proce-
dentes de terceros países habrá de efectuarse de conformidad con 
lo dispuesto en Tratados y Convenios internacionales que le sean 
de aplicación y ajustarse a lo dispuesto en la Ley 50/99. 

4. Las operaciones de compraventa, traspaso, donación o cual-
quier otra que suponga cambio de titular de animales potencialmente 
peligrosos requerirán el cumplimiento de, al menos, los siguientes 
requisitos: 

a) Existencia de licencia vigente por parte del vendedor. 

b) Obtención previa de licencia por parte del comprador. 

c) Acreditación de la cartilla sanitaria actualizada. 

d) Inscripción de la transmisión del animal en el Registro de la 
autoridad competente en razón del lugar de residencia del adqui-
rente en el plazo de quince días desde la obtención de la licencia 
correspondiente. 

5. Todos los establecimientos o asociaciones que alberguen 
animales potencialmente peligrosos a que se refiere la presente Ley, 
y se dediquen a su explotación, cría, comercialización o adiestra-
miento, incluidos los centros de adiestramiento, criaderos, centros 
de recogida, residencias, centros recreativos y establecimientos de 
venta deberán obtener para su funcionamiento la autorización de 
las autoridades competentes, así como cumplir con las obligaciones 
registrales previstas en la Ley 50/1999. 

6. En aquellas operaciones de importación, exportación, tránsito, 
transporte o cualquiera de las previstas en los apartados anteriores 
que no cumplan los requisitos legales o reglamentariamente estable-
cidos, la Administración competente podrá proceder a la incautación 
y depósito del animal hasta la regularización de esta situación, sin 
perjuicio de las sanciones que pudieren recaer. 

7. Cuando las operaciones descritas en los apartados anteriores 
se refieran a animales incluidos en las clasificaciones de especies 
protegidas, les será, además, de aplicación la legislación específica 
correspondiente. 

Artículo 12.–Identificación. 

Los propietarios, criadores o tenedores de los animales a que se 
refiere la presente Ordenanza tendrán la obligación de identificar y 
registrar a los mismos en la forma y mediante el procedimiento que 
reglamentariamente se determine. 

En el caso de animales de la especie canina la identificación, con 
la debida garantía, es obligatoria sin excepciones. 

Artículo 13.–Tenencia y cría en cautividad de fauna silvestre.

1. Todos los animales cautivos pertenecientes a especies autóc-
tonas que no puedan ser objeto de aprovechamiento y comercializa-
ción conforme al Título II de la presente Ley estarán provistos de la 
documentación o marca indeleble e inviolable que acredite su legal 
adquisición o de ambas cosas. La tenencia de ejemplares pertene-
cientes a especies amenazadas requerirá además la autorización 
de la Consejería competente en materia de medio ambiente, que 
podrá exigir a sus propietarios o titulares la identificación genética 
de los mismos. 

2. La cría en cautividad de especies autóctonas requerirá la auto-
rización de la Consejería competente en materia de medio ambiente, 
que establecerá los controles oportunos a fin de comprobar el origen 
de los ejemplares nacidos en cautividad. 

3. La apertura al público de parques zoológicos estará sujeta a 
autorización administrativa de la Consejería competente en materia 
de medio ambiente de acuerdo con las condiciones que reglamenta-
riamente se determinen. Se entiende por parque zoológico cualquier 
establecimiento, ya sea público o privado, que, con independencia 
de los días que esté abierto al público, tenga carácter permanente 
y mantenga animales vivos de especies silvestres, tanto autóctonas 
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como alóctonas, para su exposición. Quedan excluidos los circos y 
las tiendas de animales. 

4. La tenencia y cría en cautividad de especies alóctonas se regirá 
por lo dispuesto en la normativa específica y, en su caso, convenios 
internacionales que resulten de aplicación. Asimismo, los responsa-
bles del mantenimiento de cualquier ejemplar de especie alóctona, 
o de ejemplares híbridos o transgénicos adoptarán las medidas de 
seguridad que garanticen el total confinamiento de los mismos, a 
fin de evitar su fuga y propagación en el medio natural. Los daños 
ocasionados por fugas fortuitas serán responsabilidad del titular 
de la instalación o ejemplar, quien deberá comunicar la misma a la 
Consejería competente en materia de medio ambiente en el plazo 
máximo de cuarenta y ocho horas.

Artículo 14.–Registros. 

1. En el Registro municipal de animales potencialmente peli-
grosos, que se clasificará por especies, se harán constar los si-
guientes datos: 

A) Datos personales del tenedor: 

– Nombre y apellidos o razón social:

– D.N.I. o C.I.F.:

– Domicilio:

– Título o actividad por la que está en posesión del animal (pro-
pietario, criador, tenedor, importador etc.):

– Número de licencia y fecha de expedición:

B) Datos del animal: 

a) Datos identificativos: 

– Tipo de animal y raza:

– Nombre:

– Fecha de nacimiento:

– Sexo:

– Color:

– Signos particulares (manchas, marcas, cicatrices etc.):

– Código de identificación y zona de aplicación:

b) Lugar habitual de residencia. 

c) Destino del animal (compañía, guarda o vigilancia, protección, 
defensa, manejo de ganado, caza, etc.). 

2. Incumbe al titular de la licencia la obligación de solicitar la 
inscripción en el Registro a que se refiere el número anterior, dentro 
de los 15 días siguientes a la fecha en que haya obtenido la corres-
pondiente licencia de la Administración competente. 

Así mismo, en el plazo máximo de 15 días, los responsables de 
los animales inscritos en el Registro deberán comunicar cualquier 
cambio de residencia permanente o por más de tres meses, la es-
terilización, enfermedad o muerte del animal, así como cualquier 
incidencia reseñable en relación con el comportamiento o situación 
del animal, sin perjuicio de que la Administración municipal de oficio 
practique las anotación de las circunstancias de que tenga conoci-
miento por sus medios, por comunicación de otras autoridades o 
por denuncia de particulares. 

3. En cada Comunidad Autónoma existe un Registro Central infor-
matizado que podrá ser consultado por todas las Administraciones pú-
blicas y autoridades competentes, así como por aquellas personas fí-
sicas o jurídicas que acrediten tener interés legítimo en el conocimiento 
de los datos obrantes en el mismo. A estos efectos se considerará, 
en todo caso, interés legítimo el que ostenta cualquier persona física 
o jurídica que desee adquirir un animal de estas características. 

4. Cualesquiera incidentes producidos por animales potencial-
mente peligrosos a lo largo de su vida, conocidos por las autoridades 
administrativas o judiciales, se harán constar en la hoja registral de 
cada animal, que se cerrará con su muerte o sacrificio certificado 
por veterinario o autoridad competente. 

5. Deberá comunicarse al Registro municipal la venta, traspaso, 
donación, robo, muerte o pérdida del animal, haciéndose constar 
en su correspondiente hoja registral. 

6. El traslado de un animal potencialmente peligroso de una 
Comunidad Autónoma a otra, sea con carácter permanente o por 
período superior a tres meses, obligará a su propietario a efectuar 
las inscripciones oportunas en los correspondientes Registros mu-
nicipales. En todo caso el uso y tratamiento de los datos contenidos 
en el Registro será acorde a lo dispuesto en la Ley Orgánica 5/1992, 
de 29 de octubre (RCL 1992/2347). 

7. En las hojas registrales de cada animal se hará constar igual-
mente el certificado de sanidad animal expedido por la autoridad 
competente, que acredite, con periodicidad anual, la situación sani-
taria del animal y la inexistencia de enfermedades o trastornos que 
lo hagan especialmente peligroso. 

8. Las autoridades responsables del Registro notificarán de in-
mediato a las autoridades administrativas o judiciales competentes, 
cualquier incidencia que conste en el Registro para su valoración y, 
en su caso, adopción de medidas cautelares o preventivas. 

9. El incumplimiento por el titular del animal de lo preceptuado en 
este artículo será objeto de la correspondiente sanción administrativa, 
de conformidad con lo dispuesto en la Ley 50/99. 

Artículo 15.–Obligaciones en materia de seguridad ciudadana e 
higiénico-sanitarias. 

1. Los propietarios, criadores o tenedores deberán mantener a los 
animales que se hallen bajo su custodia en adecuadas condiciones 
higiénico-sanitarias y con los cuidados y atenciones necesarios de 
acuerdo con las necesidades fisiológicas y características propias 
de la especie o raza del animal. 

2. Los propietarios, criadores o tenedores de animales potencial-
mente peligrosos tendrán la obligación de cumplir todas las normas 
de seguridad ciudadana, establecidas en la legislación vigente, de 
manera que garanticen la óptima convivencia de estos animales con 
los seres humanos y se eviten molestias a la población. 

3. Se prohíbe la presencia y circulación de estos animales en 
parques y jardines públicos, así como en las inmediaciones de cen-
tros escolares, guarderías infantiles, mercados, centros recreativos 
o deportivos y en general en las zonas públicas caracterizadas por 
un tránsito intenso de personas, entre las 7 y 22 horas, salvo que 
aquellos gocen de las protecciones reales y aparentes exigidas por 
la Ley y normas de desarrollo que aseguren la integridad y seguridad 
de las personas circunstantes. 

Artículo 16.–Tasa. 

Por la prestación del servicio de inscripción en el Registro muni-
cipal de animales potencialmente peligrosos se establece una tasa 
de 20 euros. Toda la documentación que se e precise para verificar la 
citada inscripción será a expensas del dueño del animal; si no hubiera 
dueño conocido, o no quisiera asumir el pago de la tasa, ésta será 
de cuenta de quien promueva la mentada inscripción. 

Artículo 17.–Infracciones y sanciones. 

1. Tendrán la consideración de infracciones administrativas muy 
graves las siguientes: 

a) Abandonar un animal potencialmente peligroso, de cualquier 
especie y cualquier perro, entendiéndose por animal abandonado, 
tanto aquel que vaya preceptivamente identificado, como los que no 
lleven ninguna identificación sobre su origen o propietario, siempre 
que no vayan acompañados de persona alguna.

b) Tener perros o animales potencialmente peligrosos sin li-
cencia. 

c) Vender o transmitir por cualquier título un perro o animal po-
tencialmente peligroso a quien carezca de licencia.

d) Adiestrar animales para activar su agresividad o para finali-
dades prohibidas. 

e) Adiestrar animales potencialmente peligrosos por quien carezca 
del certificado de capacitación. 
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f) La organización o celebración de concursos, ejercicios, exhi-
biciones o espectáculos de animales potencialmente peligrosos, o 
su participación en ellos, destinados a demostrar la agresividad de 
los animales. 

2. Tendrán la consideración de infracciones administrativas graves 
las siguientes: 

a) Dejar suelto un animal potencialmente peligroso o no haber 
adoptado las medidas necesarias para evitar su escapada o ex-
travío. 

b) Incumplir la obligación de identificar el animal. 

c) Omitir la inscripción en el Registro. 

d) Hallarse el perro potencialmente peligroso en lugares públicos 
sin bozal o no sujeto con cadena. 

e) El transporte de animales potencialmente peligrosos con vul-
neración de lo dispuesto en la normativa de aplicación. 

f) La negativa o resistencia a suministrar datos o facilitar la infor-
mación requerida por las autoridades competentes o sus agentes, 
en orden al cumplimiento de funciones legal o reglamentariamente 
establecidas, así como el suministro de información inexacta o de 
documentación falsa. 

3. Las infracciones tipificadas en los apartados anteriores po-
drán llevar aparejadas como sanciones accesorias la confiscación, 
decomiso, esterilización o sacrificio de los animales potencialmente 
peligrosos, la clausura del establecimiento y la suspensión temporal 
o definitiva de la licencia para tenencia de animales potencialmente 
peligrosos o del certificado de capacitación de adiestrador. 

4. Tendrán la consideración de infracciones administrativas leves, 
el incumplimiento de cualquiera de las obligaciones establecidas 
en la presente Ley, no comprendidas en los números 1 y 2 de este 
artículo. 

5. Las infracciones tipificadas en los anteriores números 1, 2 y 3 
serán sancionadas con las siguientes multas: 

– Infracciones leves, desde 150 euros hasta 299 euros. 

– Infracciones graves, desde 300 euros hasta 2.000 euros. 

– Infracciones muy graves, desde 2.001 euros hasta 15.000 
euros. 

6. Las cuantías previstas en el apartado anterior podrán ser revi-
sadas y actualizadas periódicamente por el Gobierno. 

7. El ejercicio de la potestad sancionadora al Sr. Alcalde- Pre-
sidente. 

8. Se considerarán responsables de las infracciones a quienes 
por acción u omisión hubieren participado en la comisión de las 
mismas, al propietario o tenedor de los animales o, en su caso, 
al titular del establecimiento, local o medio de transporte en que 
se produzcan los hechos, y en este último supuesto, además, al 
encargado del transporte. 

9. La responsabilidad de naturaleza administrativa prevista en 
este artículo, se entiende sin perjuicio de la exigible en las vías 
penal y civil. 

10. En los supuestos en que las infracciones pudieran ser cons-
titutivas de delito o falta, la autoridad competente podrá acordar la 
incautación del animal hasta tanto la autoridad judicial provea acerca 
del mismo, debiendo dar traslado inmediato de los hechos al órgano 
jurisdiccional competente. 

11. El procedimiento sancionador se ajustará a los principios de 
la potestad sancionadora contenidos en la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común, así como al Real Decreto 
1.398/1993, de 4 de agosto, que aprueba el Reglamento para el 
ejercicio de la potestad sancionadora, sin perjuicio de las normas 
autonómicas y municipales que sean de aplicación. 

Disposición adicional primera

Normativa aplicable. 

La realización de las pruebas necesarias para la obtención de 
los certificados de capacidad física y de aptitud psicológica a que 
se refieren los artículos 4 y 5 de esta Ordenanza, por los centros de 
reconocimiento autorizados, se adecuarán a lo previsto en el Anexo IV 
del Real Decreto 772/1997, de 30 de mayo, por el que se aprueba el 
Reglamento general de conductores, en lo que resulte de aplicación, 
a efectos de determinar las aptitudes específicas necesarias para la 
tenencia de animales potencialmente peligrosos. 

Disposición adicional segunda 

Solicitud de licencia en los casos del apartado 2 del artículo 2. 

En los supuestos previstos en el apartado 2 del artículo 2 de esta 
Ordenanza, el titular del perro al que la autoridad competente haya 
apreciado potencial peligrosidad dispondrá del plazo de un mes, a 
contar desde la notificación de la resolución dictada a tales efectos, 
para solicitar la licencia administrativa regulada en el artículo 3 de 
la presente disposición. 

Disposición adicional tercera

En cuanto no esté previsto en esta Ordenanza se aplicarán las 
previsiones de la Ley 50/1999, Real Decreto 287/2002, de 22 de 
marzo, que la desarrolla, y cuantas disposiciones de desarrollo de 
dicho marco legal se dicten por la Administración Estatal o de la 
Junta de Andalucía. 

Disposición adicional primera

Entrada en vigor. 

La presente Ordenanza entrará en vigor el día 15 siguiente al 
de su publicación en el BOLETÍN OFICIAL de la Provincia de Jaén, 
conforme a las previsiones del artículo 70.2 de la Ley 7/1985, de 2 
de abril, de Bases del Régimen Local. 

Anexo I

American Staffodshire Terrier. 

Staffordshire Bull Terrier. 

Perro de presa Mallorquín. 

Fila Brasileiro. 

Perro de presa canario. 

Bullmastiff. 

American Pittbull Terrier. 

Rottweiler. 

Bull Terrier. 

Dogo de Burdeos. 

Osa Inu (Japonés). 

Dogo Argentino. 

Doberman. 

Mastín napolitano. 

Cruces de los anteriores entre ellos o con otras razas obteniendo 
una tipología similar a algunas de estas razas. 

Anexo II

Los perros afectados por la presente disposición tienen todas o 
la mayoría de las características siguientes: 

Fuerte musculatura, aspecto poderoso, robusto, configuración 
atlética, agilidad, vigor y resistencia. 

Marcado carácter y gran valor. 

Pelo corto. 

Perímetro torácico comprendido entre 60 y 80 centímetros, altura 
a la cruz entre 50 y 70 centímetros y peso superior a 20 kg. 
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Cabeza voluminosa, cuboide, robusta, con cráneo ancho y grande 
y mejillas musculosas y abombadas. Mandíbulas grandes y fuertes, 
boca robusta, ancha y profunda.

Cuello ancho, musculoso y corto. Pecho macizo, ancho, grande, 
profundo, costillas arqueadas y lomo musculado y corto. 

Extremidades anteriores paralelas, rectas y robustas y extremi-
dades posteriores muy musculosas, con patas relativamente largas 
formando un ángulo moderado. 

La Guardia de Jaén, 17 de octubre de 2009.–El Alcalde, Juan 
Morillo García.

– 9612

Ayuntamiento de La Guardia de Jaén (Jaén).

Edicto.

El Ayuntamiento Pleno en sesión extraordinaria, celebrada el día 
28 de agosto de 2009, acordó aprobar inicialmente la Ordenanza 
Municipal reguladora del comercio ambulante de esta localidad. 
Transcurrido el plazo de información pública, sin que se haya pre-
sentado ninguna reclamación, dicho acuerdo se eleva a definitivo de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 49 de la Ley 7/1985, de 
2 abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, publicándose 
el Texto íntegro de la Ordenanza, tal y como figura en el Anexo de 
este anuncio, en virtud de lo dispuesto en el artículo 70 de dicho 
texto normativo, a efectos de su entrada en vigor.

Ordenanza reguladora del Comercio Ambulante 

Capítulo I

Del Comercio Ambulante. Disposiciones Generales

Artículo 1.º.–Fundamento y objeto.

1. Al amparo de las facultades concedidas por el Art. 22.2.d) de 
la Ley 7/85, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen 
Local, y de conformidad con lo previsto en la Ley 9/88, de 25 de 
noviembre, de la Junta de Andalucía, sobre Comercio Ambulante, y 
en el Real Decreto 1010/1985, de 5 de junio, el Excmo. Ayuntamiento 
de La Guardia de Jaén acuerda dar nueva redacción a la Ordenanza 
Reguladora del Comercio Ambulante en su término municipal.

2. Se entiende por comercio ambulante el que se realiza fuera de 
establecimiento comercial permanente, con empleo de instalaciones 
desmontables, transportables o móviles, de la forma y con las condi-
ciones que se establecen en la Ley 9/88, de 25 de noviembre. 

Artículo 2.º.–Modalidades.

El Comercio Ambulante que se regula en la presente Ordenanza 
es el que se realiza bajo las siguientes modalidades: 

a) El comercio en mercadillos que se celebren regularmente, con 
una periodicidad determinada, en lugares preestablecidos, y con las 
características que se especifican en los artículos 5.º y 10.º de la 
presente Ordenanza. 

b) El comercio callejero, entendiéndose por tal el que se celebre 
en vías públicas, sin someterse a los requisitos expresados en el 
párrafo anterior, y con las características que se especifican en el 
artículo 14.º de esta Ordenanza. 

c) El comercio itinerante, en camiones, furgonetas o vehículos 
de tracción animal, y con las características que se especifican en 
el artículo 11.º de la presente Ordenanza. 

Artículo 3.º.–Productos.

En cuanto a la regulación de los productos cuya venta fuera de 
establecimientos comerciales permanentes se permite o prohíbe, 
así como a las circunstancias para ello, se estará a las normativas 
generales reguladoras de cada producto. Es decir, podrán venderse 
todos aquellos productos que no estén expresamente prohibidos 
por la normativa vigente. 

Artículo 4.º.–Requisitos.

Para el ejercicio del comercio ambulante dentro de éste término 
municipal se exigirán los siguientes requisitos: 

A) En relación con el titular: 

a) Estar dado de alta en el epígrafe o epígrafes del Impuesto 
sobre Actividades Económicas. 

b) Estar dado de alta en el régimen de la Seguridad Social que 
corresponda. 

c) Disfrutar del oportuno permiso de residencia y trabajo por 
cuenta propia, en caso de no gozar de nacionalidad española, con-
forme a la normativa vigente en materia, ya sea nacional o de la 
Comunidad Económica Europea. 

d) Poseer el «Carnet Profesional de comercio ambulante». 

e) Para vender productos alimenticios es necesario estar en pose-
sión del carnet sanitario de expendedor de esta clase de artículos. 

f) Para vender productos alimenticios procedentes del cultivo, de 
huertos familiares, los agricultores de la zona precisarán acreditar 
ser vecino residente en La Guardia de Jaén. 

B) En relación con la actividad: 

a) Cumplir las condiciones exigidas por la normativa reguladora 
de los productos objeto de comercio y, de forma muy especial, de 
aquellos destinados a alimentación. 

b) Tener expuesto al público, con la suficiente notoriedad, la 
«placa identificativa» y tener igualmente, a disposición de la au-
toridad competente o sus funcionarios y agentes, las facturas y 
comprobantes de compras correspondientes a los productos objeto 
de comercio. 

c) Tener también expuestos al público, con la suficiente noto-
riedad, los precios de venta de las mercancías. 

d) Poseer la pertinente autorización municipal, y satisfacer los 
tributos que las Ordenanzas municipales establecen para este tipo 
de comercio. 

Capítulo II

Del Comercio en mercadillos

Artículo 5.º.–Emplazamiento.

El comercio de mercadillos será el que se celebre regularmente 
con una periodicidad determinada, en lugares establecidos y en 
horario determinado, fijado previamente mediante acuerdo muni-
cipal, una vez oídos los sectores implicados y los informes técnicos 
pertinentes. 

Para la fijación de mercadillos se tendrá en cuenta, de una parte, 
el nivel de equipamiento comercial existente en la zona y, de otra, la 
adecuación de ésta a la estructura y necesidades de consumo de 
la población. En cualquier caso, su ubicación no deberá impedir el 
tráfico rodado, ni el tránsito libre del público. 

En tanto, no se adopte, acuerdo expreso, el mercadillo continuará 
ubicado en su emplazamiento actual: Plaza Vista Alegre y C/. San 
Marcos. 

Artículo 6.º.–Periodicidad.

El comercio en mercadillos, mientras continúe en su emplaza-
miento actual, se celebrará todos los sábados del año.

Artículo 7.º.–Horarios.

1. El horario del mercadillo será desde las 8,00 a las 14,00 horas. 

2. A las 8,30 horas, los coches, camiones y vehículos de toda 
clase han de haber efectuado sus operaciones de descarga y estar 
aparcados fuera del recinto del mercadillo. 

3. Durante la hora siguiente a la conclusión del mercadillo los 
puestos del mismo deberán ser desmontados y el lugar dejado en 
perfecto estado de limpieza. 

Artículo 8.º.–Puestos.

1. El número de puestos a autorizar será determinado por el 
Ayuntamiento, de acuerdo con lo establecido en la presente Or-
denanza. 

2. El tamaño de los puestos será de 8 metros lineales. 


